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BOLETÍN INFORMATIVO* 
 

 

 

SENTENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

 

MEMORIA Y CUENTA VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

FRENTE AL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

En fecha 24 de febrero de 2017, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con 

ponencia de la Magistrada Gladys Gutiérrez, expediente número 17.0239, dictó sentencia en la 

que declaró que el Vicepresidente Ejecutivo debe presentar ante el Tribunal Supremo de Justicia 

su memoria y cuenta y no frente a  la Asamblea Nacional. 

La Sala estableció: 

“…Se desprende del criterio jurisprudencial transcrito el alcance del derecho a la 

tutela judicial efectiva, el cual, como derecho complejo que es, no tan solo comprende el 

derecho de acceso de los ciudadanos a los órganos jurisdiccionales para ventilar sus 

pretensiones y que las mismas sean decididas conforme a un debido proceso en el que le 

sean respetadas sus garantías y derechos, sino que, además, es extensivo a la 

ejecutoriedad de la sentencia que de ese proceso resulte.   

Resulta claro de lo expuesto, que siendo la ejecutoriedad de la sentencia una 

manifestación cardinal del derecho a la tutela judicial efectiva, consagrado en el artículo 

26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, todo acto que pretenda 

impedir o menoscabar la materialización de ese derecho a la ejecutoriedad y ejecución de 

una decisión judicial, se convierte abiertamente en una violación del prenombrado 

derecho a la tutela judicial efectiva.   

Lo anteriormente expuesto, aplicado al caso de autos, pone de manifiesto que la 

actuación desplegada por la Asamblea Nacional, no tan solo al proceder a una nueva 

juramentación e incorporación de ciudadanos como diputados de dicho órgano 

parlamentario, en contravención a la disposición expresa contenida en un fallo judicial, 

sino también por continuar desconociendo lo dispuesto en una sentencia emanada de este 

Máximo Tribunal en Sala Electoral, en la que se determina la nulidad de cualquier acto 

emanado de dicho órgano parlamentario, en contumacia y rebeldía a lo dispuesto por 

dicha decisión, es decir, sin haber desincorporado formalmente a los ciudadanos Nirma 
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Guarulla, Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana como Diputados de dicha Asamblea 

Nacional, se traduce en la nulidad absoluta de dichos actos así emanados, junto a los 

derivados de los mismos (ver sentencia n.° 2/2017), por la contravención expresa a un 

mandato judicial, que desde luego vulnera y desconoce la noción de Estado Democrático 

y Social de Derecho y de Justicia consagrada en el artículo 2 constitucional, el derecho a 

la tutela judicial efectiva (artículo 26), lo dispuesto por el artículo 253 constitucional y el 

propio orden integral constitucional; resultando, por ende, dichos actos absolutamente 

nulos y sin ningún tipo de validez y eficacia jurídica. 

Conforme a lo antes expuesto, tal situación de desacato “incapacita al Poder 

Legislativo para ejercer sus atribuciones constitucionales de control político de gestión”, 

tal como lo declaró esta Sala en sentencia n.° 3 de 14 de enero 2016, en la que señaló lo 

siguiente: 

“Esta Sala Constitucional procede a analizar la solicitud de omisión 

inconstitucional formulada (…) contra la Asamblea Nacional, para recibir el mensaje de 

rendición de cuentas del Presidente de la República Bolivariana de Venezuela (Poder 

Ejecutivo) sobre los aspectos políticos, económicos, sociales y administrativos de su 

gestión durante el año 2015, conforme a lo previsto en el artículo 237 de la Constitución 

de la República Bolivariana de Venezuela, ello con ocasión de la sentencia N° 1 dictada 

el 11 de enero de 2016 por la Sala Electoral de este Alto Tribunal en la cual decretó el 

desacato del Poder Legislativo (Junta Directiva) en el cumplimiento de la medida 

cautelar acordada por ese mismo órgano jurisdiccional en sentencia N° 260, dictada el 

30 de diciembre de 2015, lo que incapacita al Poder Legislativo para ejercer sus 

atribuciones constitucionales de control político de gestión.”    

Respecto de ese control político, en sentencia n.° 9 del 1 de marzo de 2016, esta 

Sala asentó lo siguiente: 

“…Como puede apreciarse, y aquí lo reconoce este máximo tribunal de la 

República, el Poder Legislativo Nacional tiene funciones de control político, a través del 

cual puede encausar sus pretensiones, eso sí, siempre dentro del orden constitucional y 

jurídico en general, pues ello no sólo es garantía de estabilidad de la Nación y 

democracia, sino de respeto a los derechos fundamentales. 

Concretamente, los artículos 187.3, 222, 223 y 224 del Texto Fundamental, 

estrechamente vinculados entre sí, pues el primero prevé una competencia de la 

Asamblea Nacional (187.3) que luego desarrollan los otros dos (222 y 223), disponen lo 

siguiente: 

(…) 

Así pues, al interpretar de forma gramatical, lógica, histórica e integral tales 

disposiciones, se observa que la Constitución le atribuye la competencia de control 

político a la Asamblea Nacional, “sobre el Gobierno y la Administración Pública 

Nacional”; control sobre funcionarios públicos o funcionarias públicas del Gobierno y 
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Administración Pública Nacional (sujetos de acción política y, por ende, de control 

político, dentro del marco jurídico), en los términos previstos en la Constitución y el 

resto del orden jurídico. 

En efecto, como puede apreciarse, al delimitar de forma expresa las atribuciones 

de la Asamblea Nacional, la Constitución dispone que corresponde a ese órgano 

“Ejercer funciones de control sobre el Gobierno y la Administración Pública Nacional, 

en los términos consagrados en esta Constitución y en la ley” –Art. 187.3 Constitucional- 

(Resaltado añadido). 

            Así pues, siguiendo la tradición constitucional, el constituyente reconoció que el 

Poder Legislativo Nacional, además de desplegar su labor principal: la cual es legislar, 

también podrá ejercer funciones de control sobre el Gobierno y la Administración 

Pública Nacional, es decir, sobre el Poder Ejecutivo Nacional, en los términos 

consagrados en esta Constitución y en la ley, es decir, en el marco de los principios 

cardinales de autonomía y colaboración entre órganos del Poder Público, para alcanzar 

los fines del Estado (ver, p. ej, arts. 3 y 136 Constitucional); apreciación que resulta de 

una lógica ponderación entre las referidas normas constitucionales. 

            Ello así, la disposición competencial en cuestión limita el control de la Asamblea 

Nacional al Poder sobre el cual históricamente ha tenido competencia de control 

político, es decir, al Ejecutivo Nacional; al cual, a su vez, la Constitución le asigna 

funciones de control sobre aquella, incluso la medida excepcional prevista en el artículo 

236.21, es decir, disolver la Asamblea Nacional, para evitar graves perturbaciones al 

ejercicio de las competencias constitucionales que a su vez corresponden al Gobierno y a 

la Administración Pública, en perjuicio del bien común de todos los ciudadanos y 

ciudadanas, y, en fin, para proteger el funcionamiento constitucional del Estado y la 

colectividad en general. 

            Sobre tal aspecto, la Exposición de Motivos de la Constitución expresa lo 

siguiente: 

“Una acción de gobierno que no cuente con cierto aval del Legislativo 

conllevaría, en algún momento, a la posibilidad de que la Asamblea Nacional aprobara 

un voto de censura sobre el Vicepresidente con el cual quedaría automáticamente 

removido de su cargo. Pero, como equilibrio de este poder de control político de la 

Asamblea Nacional y para que la remoción constante de Vicepresidentes no se convierta 

en una práctica obstruccionista, la Constitución sabiamente consagra la facultad del 

Presidente de convocar a elecciones anticipadas de la Asamblea Nacional cuando ésta 

remueva por tercera vez un Vicepresidente dentro de un período presidencial de seis 

años. Esta facultad es de ejercicio discrecional por el Presidente. 

Este doble control entre el Legislativo y el Ejecutivo constituye un sistema 

de equilibrio del poder que permite, además, las salidas institucionales a las crisis 

políticas o crisis de gobierno, incrementando el nivel de gobernabilidad de la 
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democracia. Así se posibilita un rango de estabilidad político-institucional para la 

democracia y se evitan las salidas extrainstitucionales”. 

            (…) 

Como lo señala el autor Brewer-Carías, en el prólogo de la publicación del autor 

Juan Miguel Matheus, “La Asamblea Nacional: cuatro perfiles para su reconstrucción 

constitucional”: 

La Asamblea Nacional, como órgano parlamentario unicameral, es uno de los 

órganos del Estado que resulta de un sistema de separación de poderes que, como 

sabemos, en Venezuela es de cinco poderes Legislativo, Ejecutivo, Judicial, Ciudadano y 

Electoral (art. 136). Este sistema de separación de poderes, en principio, debería 

originar un esquema de pesos y contrapesos, de manera que cada Poder efectivamente 

fuera independiente y autónomo en relación con los otros, como formalmente se expresa 

en la Constitución, particularmente en un sistema presidencial de gobierno, como el que 

existe en el país” 

(…)” 

http://www.allanbrewercarias.com/Content/449725d9-f1cb-474b-8ab2-

41efb849fea9/Content/II.5.59%20PROLOGO%20LIBRO%20JUAN%20M.MATHEUS.pd

f 

(…) 

Por su parte, sobre el control político y su distinción del control jurídico, en 

sentencia n° 7 del 11 de febrero de 2016, esta Sala señaló lo siguiente: 

“…sobre el control político, debe señalarse que John Locke en su 

obra Segundo Tratado sobre el Gobierno Civil de 1689, y luego Montesquieu en su 

obra El Espíritu de las Leyes de 1748, propusieron que era necesario que las funciones 

del Estado se dividieran entre distintos poderes concebidos para esa época (legislativo, 

ejecutivo y judicial), mediante un sistema en el cual el poder limite al poder, es decir, se 

autocontrole. Para Montesquieu, el objetivo de ese sistema es establecer pesos y 

contrapesos entre los poderes para lograr libertad ciudadana y gobiernos civiles de 

leyes. Recomienda que el Poder Legislativo no pueda impedir la acción de gobierno del 

Poder Ejecutivo, pero sí considera necesario que aquél examine cómo es que se cumplen 

las leyes que él emite, es decir, que efectúe lo que luego se denominará un control 

político (que, en el contexto del actual Estado Constitucional, deberá estar sometido a su 

vez, al postulado de Supremacía Constitucional y, por ende, al control de la 

constitucionalidad –vid. arts. 7, 137, 138, 334, 335 y 336 del Texto Fundamental). 

Adicionalmente, sobre el control político y el control jurídico, en el marco 

de la ciencia jurídica comparada, el autor Hernán Salgado Pesantes, en su obra “Teoría 

y Práctica del Control Político. El Juicio Político en la Constitución Ecuatoriana”, 
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publicado en el Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano de 2004, por la 

Universidad Nacional Autónoma de México, señaló: 

 “Características y diferencias del control político frente al control jurídico.- 

 Al analizar las características del control político la mayoría de los 

autores, cuyo criterio comparto, destacan su condición o carácter subjetivo, de donde se 

derivan aspectos muy específicos que configuran a esta institución. Tiene un carácter 

subjetivo en el sentido de que el control político se basa en criterios de confianza y 

oportunidad; la valoración descansa en la libre apreciación de quien juzga. 

 El control jurídico, en cambio, tiene carácter objetivo en el sentido de que 

se fundamenta con mayor rigor en normas del derecho que tienen una valoración 

predeterminada y se basa en reglas que limitan la discrecionalidad del juzgador, como 

luego se insistirá. 

 La objetividad del control jurídico también tiene que ver con los 

principios de independencia y de imparcialidad que caracterizan a los jueces en materia 

jurisdiccional; en cambio, en el control político no se da necesariamente la 

independencia ni la imparcialidad del órgano que juzga; puede haber, como de hecho 

existe, la disciplina partidista, los compromisos o alianzas políticas, a lo que se suma el 

sentido de oportunidad.  

Los agentes o personas que realizan el control político son determinados 

en virtud de su condición política y no de su preparación y conocimiento jurídico, como 

ocurre en los órganos jurisdiccionales. 

 El objeto inmediato del control político puede ser un acto o conducta 

política concreta o una actuación política general. A través del control político de ese 

acto o conducta se está controlando al órgano del cual emana o al que le es imputable. 

Esto es diferente de lo que ocurre en el control jurídico, que no puede ser entendido 

como un control sobre el órgano (por ejemplo, cuando el Tribunal Constitucional 

controla una ley no está controlando al Congreso, sino al ordenamiento jurídico). 

 Al examinar los criterios de valoración utilizados en el juicio político se 

puede establecer una clara diferencia con el control jurídico. En el primero, la 

valoración se efectúa con absoluta libertad de criterio (dado su carácter subjetivo); en el 

segundo, la valoración se sujeta a las normas de derecho objetivadas. En el control 

político hay esa libertad de valoración, incluso cuando el ordenamiento determina el 

caso o las condiciones en que se ha de dar dicho control. Es interesante lo que señala  el 

profesor Aragón al respecto: 

 ‘Cuando un órgano político acude a la Constitución, o a otra norma, 

para juzgar una determinada conducta o un acto, está interpretando la regla, por 

supuesto, pero interpretándola políticamente y no jurídicamente. A diferencia de la 

judicial, su interpretación es enteramente libre, sustentada no en motivos de derecho sino 
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de oportunidad, esto es, se trata de una valoración efectuada con razones políticas y no 

con métodos jurídicos’.  

 Incluso en caso de presunta inconstitucionalidad, aunque los legisladores 

den razones muy jurídicas, como señala Aragón, “Tal decisión no se toma por la fuerza  

del derecho sino por los votos; no es la decisión de un órgano jurídico sino político; es 

una decisión enteramente libre […] y no como el órgano judicial que ha de interpretarla 

de la única manera que se considera válida”. (…) 

Al respecto, y como se suele señalar acertadamente, hay aquí una 

diferencia sustancial con el control jurídico; mientras este conlleva necesariamente una 

sanción, el control político no posee, de modo general y constante, efectos sancionadores 

per se;  los tiene en determinados casos, en aquellos en que el ordenamiento jurídico lo 

ha previsto.”. 

http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/dconstla/cont/2004.1/pr/

pr19.pdf 

 (…) 

A su vez, parte fundamental del sistema de controles y equilibrios a lo interno del 

Poder Público Nacional, puede apreciarse en los artículos 186 y siguientes del Texto 

Fundamental, respecto de todos los órganos del Poder Público; quedando evidenciado, 

en síntesis, que las fuentes del derecho han reconocido y esta Sala declara, que el control 

político-parlamentario previsto en los artículos 187.3, 222, 223 y 224  constitucionales 

se circunscribe en esencia al Ejecutivo Nacional, dentro del marco Constitucional; base 

sobre la cual deberán interpretarse las normas infra-constitucionales. 

Así, una principal expresión a la cual se circunscribe ese control político-

parlamentario en lo que atañe al Jefe del Ejecutivo Nacional (artículo 226 

Constitucional), se evidencia en el artículo 237 eiusdem, según el cual el  Presidente o 

Presidenta de la República presentará cada año personalmente a la Asamblea Nacional 

un mensaje en el que dará cuenta de los aspectos políticos, económicos, sociales y 

administrativos de su gestión durante el año inmediatamente anterior; ámbito al cual se 

ajusta ese control en lo que respecta al Jefe del Estado y del Ejecutivo Nacional. 

Por su parte, en lo que respecta al Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta 

Ejecutiva, órgano directo y colaborador inmediato del Presidente o Presidenta de la 

República en su condición de Jefe o Jefa del Ejecutivo Nacional (artículo 238 

Constitucional); ese control se expresa en la moción de censura al mismo, dentro del 

marco Constitucional (artículo 240 eiusdem). 

A su vez, respecto de los Ministros y Ministras, el control parlamentario 

encuentra expresión esencial en el artículo 244 Fundamental, cuando dispone que los 

mismos “presentarán ante la Asamblea Nacional, dentro de los primeros sesenta días de 

cada año, una memoria razonada y suficiente sobre la gestión del despacho en el año 

inmediatamente anterior, de conformidad con la ley”. 
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Así pues, dicho control, en primer término, está referido a la presentación de la 

memoria y cuenta en las condiciones que ordena el artículo 244 eiusdem. Por su parte, el 

artículo 245 Constitucional, como sistema de contrapeso, le da a los Ministros o 

Ministras derecho de palabra en la Asamblea Nacional y en sus comisiones; e, inclusive, 

dispone que podrán tomar parte en los debates de la Asamblea Nacional, sin derecho al 

voto, también dentro del marco constitucional y, por ende, dentro del marco de los 

postulados de utilidad, necesidad, racionalidad, proporcionalidad y colaboración a lo 

interno del Poder Público. 

Seguidamente, el artículo 246 prevé la consecuencia del ejercicio del control 

parlamentario sobre Ministros y Ministras, cuando dispone que “la aprobación de una 

moción de censura a un Ministro o Ministra por una votación no menor de las tres 

quintas partes de los o las integrantes presentes de la Asamblea Nacional, implica su 

remoción. El funcionario removido o funcionaria removida no podrá optar al cargo de 

Ministro o Ministra, de Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva por el resto 

del período presidencial”. Evidentemente, tal actuación, al igual que las demás, debe ser 

compatible con el resto de reglas, valores y principios constitucionales. 

Fuera de esos casos, respecto de los demás funcionarios del Poder Ejecutivo 

Nacional, distintos al Presidente o Presidenta de la República, Vicepresidente Ejecutivo 

o Vicepresidenta Ejecutiva, y Ministros y Ministras, el control político en este contexto, 

se concreta a través de los mecanismos previstos en los artículos 222 y 223 del Texto 

Fundamental, conforme a las demás reglas, valores y principios que subyacen al mismo, 

especialmente, el axioma de colaboración entre poderes, así como los de utilidad, 

necesidad y proporcionalidad, para que logre su cometido constitucional y, por ende, 

para impedir que ese control afecte el adecuado funcionamiento del Ejecutivo Nacional, 

y, en consecuencia, evitar que el mismo termine vulnerando los derechos fundamentales; 

para lo cual debe observarse la debida coordinación de la Asamblea Nacional con el 

Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva, tal como lo impone el artículo 

239.5 Constitucional, para encausar la pretensión de ejercicio del referido control 

(canalización de comunicaciones, elaboración de cronograma de comparecencias, etc.), 

respecto de cualquier funcionario del Gobierno y la Administración Pública Nacional, a 

los efectos de que, conforme a la referida previsión constitucional, la Vicepresidencia 

Ejecutiva de la República centralice y coordine todo lo relacionado con las 

comunicaciones que emita la Asamblea Nacional con el objeto de desplegar la atribución 

contenida en el artículo 187.3 Constitucional, desarrolladas en los artículos 222 al 

224 eiusdem; además de la consideración de las circunstancias políticas, económicas y 

sociales en general que imperasen en la República para el momento en el que se 

coordina y ejerce el referido control, tal como ocurre en la actualidad, en la que 

principalmente el Ejecutivo Nacional, como en todo sistema presidencialista o 

semipresidencialista de gobierno (cuya característica elemental es que gran parte de las 

funciones cardinales del Estado recaen sobre el jefe del referido poder), está atendiendo 

de forma especial la situación de emergencia económica que existe en el país (ver 
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sentencia de esta Sala n° 7 del 11 de febrero de 2016), circunstancia que amerita toda la 

colaboración posible entre los diversos órganos del Poder Público (ver artículo 136 

Constitucional), para superar esa situación excepcional que se ha venido manteniendo y 

que tiene visos regionales y mundiales; circunstancia que también convoca al Poder 

Legislativo Nacional, el cual debe sopesar que especialmente en estas circunstancias, la 

insistencia de peticiones dirigidas hacia el Poder Ejecutivo Nacional e, inclusive, hacia 

el resto de poderes públicos, pudiera obstaculizar gravemente el funcionamiento del 

Estado, en detrimento de la garantía cabal de los derechos de las ciudadanas y 

ciudadanos, así como también de los derechos irrenunciables de la Nación (ver artículo1 

Constitucional). 

Así pues, las convocatorias que efectúe el Poder Legislativo Nacional, en 

ejercicio de las labores de control parlamentario previstas en los artículos 222 y 

223, con el objeto de ceñirse a la juridicidad y evitar entorpecer el normal 

funcionamiento de los Poderes Públicos, deben estar sustentadas en todo caso en el 

orden constitucional y jurídico en general; por lo que las mismas deben estar dirigidas 

justamente a los funcionarios y demás personas sometidas a ese control, indicar la 

calificación y base jurídica que la sustenta, el motivo y alcance preciso y racional de la 

misma (para garantizar a su vez un proceso con todas las garantías constitucionales), y 

en fin, orientarse por los principios de utilidad, necesidad, razonabilidad, 

proporcionalidad y colaboración entre poderes públicos (sin pretender subrogarse en el 

diseño e implementación de las políticas públicas inherentes al ámbito competencial del 

Poder Ejecutivo Nacional), permitiendo a los funcionarios que comparecen, solicitar y 

contestar, de ser posible, por escrito, las inquietudes que formule la Asamblea Nacional 

o sus comisiones, e inclusive, también si así lo solicitaren, ser oídos en la plenaria de la 

Asamblea Nacional, en la oportunidad que ella disponga (parte de lo cual se reconoce, 

por ejemplo, en el referido artículo 245 Constitucional), para que el control en cuestión 

sea expresión de las mayorías y minorías a lo interno de ese órgano del Poder Público, 

las cuales han de representar a todas y todos los ciudadanos, y no únicamente a un solo 

sector; todo ello para dar legitimidad y validez a tales actuaciones; y, además, para 

cumplir con lo dispuesto en el artículo 224 de la Constitución, según el cual el ejercicio 

de la facultad de investigación de la Asamblea Nacional no afecta [y, por ende, no ha de 

afectar] las atribuciones de los demás poderes públicos, pues obviamente la Constitución 

no avala el abuso ni la desviación de poder, sino que, por el contrario, plantea un uso 

racional y equilibrado del Poder Público, compatible con la autonomía de cada órgano 

del mismo, con la debida comprensión de la cardinal reserva de informaciones que 

pudieran afectar la estabilidad y la seguridad de la República, y, en fin, compatible con 

los fines del Estado (…)”. 

Ahora bien, tal como esta Sala lo asentó en sentencia n.° 3 del 11 de enero de 

2017, constituye un hecho público, notorio y comunicacional que el 5 de enero de 2017, 

la Asamblea Nacional inició su Segundo periodo de sesiones en un acto iniciado e 

impulsado por la Junta Directiva saliente, que la dirigió durante el año 2016, y se realizó 
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en el seno de ese órgano legislativo en desacato frente al Poder Judicial (vid supra), la 

elección y juramentación de su Junta Directiva para el periodo en curso, circunstancia 

que, por ende, implica un vicio de nulidad absoluta que afecta la validez constitucional de 

ese y de los actos subsiguientes, así como también la legitimidad y eficacia jurídica de la 

juramentación y demás actos de la referida junta directiva –incluyendo la presidencia de 

la Asamblea Nacional- (sin mencionar las probables vulneraciones al Reglamento Interior 

y de Debates de la propia Asamblea Nacional) (ver sentencia n.° 2 del 11 de enero de 

2017). Con posterioridad a ese momento, las actuaciones de la Asamblea Nacional 

continúan estando viciadas de nulidad. 

En tal sentido, se observa que la Asamblea Nacional reconoció nuevamente su 

situación de desacato y de grave violación al orden constitucional, derivada, en esta 

oportunidad, de la reiterada e ilegítima incorporación de los ciudadanos Nirma Guarulla, 

Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana como Diputados de dicha Asamblea Nacional, al 

realizar una nueva “desincorporación” de los mismos (esta vez de forma intempestiva y 

violando la Constitución –art. 187.20-, el propio Reglamento Interior y de Debates de la 

Asamblea Nacional y la sentencia 269/2016), además de hacerlo en una sesión 

deliberadamente inválida por estar dirigida por una junta directiva electa y juramentada 

en desacato –a diferencia de la junta directiva que dirigió el acto de desincorporación 

realizado el 13 de enero de 2016, que no fue electa bajo tal circunstancia –ver sentencia 

de esta Sala n.° 2/2017-, con lo que nuevamente reconocen de forma voluntaria la nulidad 

de todas sus actuaciones desplegadas en desacato, es decir, como ha podido apreciarse, de 

casi todas las desplegadas desde su instalación el 5 de enero de 2016, salvo (en lo que 

respecta a este desacato), de las realizadas entre el 13 de enero de 2016 y el 28 de julio de 

2016 (ver sentencia n.° 3/2016), gran parte de las cuales, a su vez, fueron írritas e, 

incluso, declaradas de forma expresa nulas por esta Sala, por violación deliberada del 

propio Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea Nacional, por desacato a otras 

sentencias emanadas de este Máximo Tribunal y, en fin, por violación al orden 

constitucional (ver sentencias de esta Sala nros. 269 y 952/2016); situación inédita en el 

constitucionalismo patrio que, además, genera grave desconcierto en el proceder natural 

de ese órgano del Estado, cuyos dirigentes están llamados a desplegar su actividad 

política dentro de los cauces constitucionales y no fuera de ellos, en atención a procurar el 

mantenimiento del orden y la estabilidad de la República. 

En razón de ello, esta Sala Constitucional ha venido realizando 

pronunciamientos en las sentencias nos. 1, 2, 3, 4, 6 y 7 de 2017, en las cuales se ha 

ratificado el carácter de nulos e inexistentes todos los actos emanados de la Asamblea 

Nacional, mientras permanezca en situación de desacato a las sentencias de este máximo 

tribunal. 

Ahora bien, más allá de la valoración integral del referido acto, es evidente la 

duda legítima planteada por el Vicepresidente Ejecutivo de la República Bolivariana de 

Venezuela, Tareck El Aissami, respecto a que “si, ante tales circunstancias y a pesar de 

tal situación de desacato, se debe presentar la memoria a que alude el artículo 244 
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Constitucional, en la sede de la Asamblea Nacional, o si, por el contrario, dada la 

omisión inconstitucional por parte del Órgano Legislativo Nacional frente al Poder 

Judicial y a la Constitución, debemos abstenernos de hacerlo ante la misma, sino, en 

esencia, presentar nuestra memoria razonada anual ante el Tribunal Supremo de 

Justicia”.        

Al respecto, ante varias de las referidas situaciones de desacato que aún persisten 

en esencia, esta Sala ha sostenido que: 

“…la participación o intervención directa o indirecta en las actuaciones 

desplegadas por la mayoría parlamentaria de la Asamblea Nacional, en contravención  

al ordenamiento constitucional y en contumacia a las decisiones emanadas por los 

órganos jurisdiccionales del país, generará las correspondientes responsabilidades y 

sanciones constitucionales, penales, civiles, administrativas, disciplinarias, éticas, 

políticas y sociales en general necesarias para salvaguardar la eficacia del Texto 

Fundamental que se ha dado democráticamente el pueblo venezolano, a través del 

proceso constituyente, para procurar su convivencia pacífica y promover su bienestar” 

(Sentencia n.° 808 del 2 de septiembre de 2016). 

Ello así, si bien en situaciones de normalidad constitucional, conforme al 

artículo 244 Constitucional, los Ministros o Ministras deberían presentar ante la 

Asamblea Nacional, y por analogía el Vicepresidente Ejecutivo de la República, dentro 

de los primeros sesenta días de cada año, una memoria razonada y suficiente sobre la 

gestión del despacho en el año inmediatamente anterior, de conformidad con la ley; no es 

menos cierto que ante la situación de ilicitud e ilegitimidad en la que se encuentra de 

facto la máxima expresión del Poder Legislativo Nacional, tal actuación de presentación 

de memoria razonada no debe tener lugar ante la misma. 

Ahora bien, ni el artículo 244 Constitucional, ni ningún otro del Texto 

Fundamental, prevén qué debe hacerse ante la situación de anormalidad constitucional 

generada por la mayoría de diputados y diputadas que integran la Asamblea Nacional y 

que han determinado su desacato al Poder Judicial, la violación al orden constitucional y 

una nueva omisión parlamentaria derivada del incumplimiento de atribuciones y deberes 

constitucionales que le son inherentes y que tienen que cumplir para permitir el 

funcionamiento eficaz de ese órgano y el engranaje constitucional del Poder Público, 

necesario para la consecución efectiva de los fines del Estado y la garantía de los 

derechos de todas y todos los venezolanos. 

Ante tales circunstancias, es pertinente señalar que la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela sienta las bases no sólo de un Estado Constitucional, 

sino de una democracia participativa y protagónica, entre otros postulados fundamentales, 

que diferencian la República naciente de las precedentes, signadas por el contrario, por 

estados legislativos de derecho, sustentados en la idea de la democracia representativa. 
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Al respecto, desde el propio Preámbulo del Texto Fundamental se alude al “fin 

supremo de refundar la República para establecer una sociedad democrática, 

participativa y protagónica”.  

En tal sentido, en sentencia n.° 1 del 5 de enero de 2016, esta Sala asentó lo 

siguiente: 

“…Ello forma parte de lo que se concibe en Venezuela como el verdadero 

ejercicio de una democracia participativa y protagónica, en palabras de la Magistrada 

Ninoska Queipo Briceño: 

(…) de acuerdo con nuestra Constitución, el ser humano es el 

centro de atención del Estado y la democracia no es sólo entendida como un 

principio político que favorece al mejor sistema de gobierno hasta ahora 

conocido; sino también constituye una forma de delegación de competencias que 

coloca en manos del ciudadano una participación activa y una corresponsabilidad 

con el Estado en la toma de decisiones en los asuntos de interés nacional. 

Se profundiza de esta manera la democracia en Venezuela, dejando 

atrás el tradicional esquema de democracia representativa por la democracia 

participativa y protagónica, estableciéndose con novedosos y efectivos 

mecanismos de participación popular, a través de los cuales los ciudadanos y las 

ciudadanas se convierten en auténticos protagonistas de las actividades estatales y 

en la toma de decisiones para la gestión del interés público y el bien común. Se 

concibe la gestión pública como un proceso en el cual se establece una 

comunicación permanente entre gobernantes y ciudadanos y ciudadanas, entre los 

representantes y sus representados; lo cual implica una modificación radical de 

las relaciones hasta entonces existentes entre el Estado y la sociedad, en la que se 

devuelve a esta última su legítimo e innegable protagonismo (I Congreso 

Internacional de Derecho Penal “La democracia participativa en el nuevo modelo 

de justicia municipal en Venezuela”. Fundación Gaceta Forense, Ediciones y 

Publicaciones, Caracas, Venezuela, 2012, p.p. 8 y 9).”  

A su vez, el artículo 5 Constitucional sostiene que “La soberanía reside 

intransferiblemente en el pueblo, quien la ejerce directamente en la forma prevista en 

esta Constitución y en la ley, e indirectamente, mediante el sufragio, por los órganos que 

ejercen el Poder Público”. 

Por su parte, el artículo 6 de la Norma Suprema señala que “El gobierno de la 

República Bolivariana de Venezuela y de las entidades políticas que la componen es y 

será siempre democrático, participativo, electivo, descentralizado, alternativo, 

responsable, pluralista y de mandatos revocables”. 

  A su vez, el artículo 66 constitucional dispone que “los electores y electoras 

tienen derecho a que sus representantes rindan cuentas públicas, transparentes y 

periódicas sobre su gestión, de acuerdo con el programa presentado”. 
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Así pues, el Texto Fundamental crea una República en la que se proyecta que el 

Pueblo, titular de la soberanía, sustento y razón del ser del Estado y del Poder Público, 

participe de forma directa en los asuntos públicos y, por ende, reciba las cuentas públicas 

de sus representantes, ante todo, del máximo representante del Estado: El Presidente de la 

República (órgano principal de un sistema esencialmente presidencialista como el que 

caracteriza el sistema constitucional patrio); así como también del Vicepresidente 

Ejecutivo de la República y de los Ministros y Ministras (órganos que también son 

fundamentales para el ejercicio del Poder Ejecutivo Nacional, como lo advierte el artículo 

225 Constitucional: “El Poder Ejecutivo se ejerce por el Presidente o Presidenta de la 

República, el Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva, los Ministros o 

Ministras y demás funcionarios o funcionarias que determinen esta Constitución y la 

ley”.) 

En ello también reside, en gran medida, la finalidad (telos) de la norma prevista en 

el artículo 244 constitucional, además del control político: único control que ejerce la 

Asamblea Nacional sobre el gobierno y la Administración Pública, en los términos 

desarrollados en las fuentes del derecho patrio; y que, sobre la base de los principios de 

supremacía constitucional y legalidad, sólo acarrea las consecuencias previstas en la 

Carta Magna (ver sentencia n.° 9/2016 de esta Sala). 

Sin embargo, respecto de tal control político, la Asamblea Nacional ha venido 

generando, en los últimos meses, situaciones de desacato y vulneraciones al orden 

constitucional que han determinado su propia incapacidad para poderlo ejercer y, en fin, 

su deliberada abstención de desplegar válidamente el resto de atribuciones 

constitucionales, al punto de determinar omisiones como las que se evidencian en el 

presente caso, entre las que se encuentra la omisión de presenciar el mensaje presidencial 

anual previsto en  el artículo 237, así como también la de presenciar la presentación al 

Pueblo venezolano de la memoria razonada del Vicepresidente Ejecutivo o 

Vicepresidenta Ejecutiva y de los Ministros y Ministras, reconocido en el artículo 

244 eiusdem; a pesar del juramento dado por los diputados y diputadas de cumplir y hacer 

cumplir la Constitución (lo que implica canalizar sus pretensiones políticas dentro del 

orden más elemental que previamente se ha dado el Pueblo: La Constitución). 

Como se sabe, el artículo 336.7 Constitucional dispone que: “Son atribuciones de 

la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia: (…) 7. Declarar la 

inconstitucionalidad de las omisiones del poder legislativo municipal, estadal o nacional 

cuando haya dejado de dictar las normas o medidas indispensables para garantizar el 

cumplimiento de esta Constitución, o las haya dictado en forma incompleta, y establecer 

el plazo y, de ser necesario, los lineamientos de su corrección.” 

En tal sentido, esta Sala se encuentra en el deber de garantizar el postulado de la 

democracia social, participativa y protagónica que inspira y sustenta el orden 

constitucional, así como el derecho que tienen los electores y electoras a que sus 

representantes rindan cuentas públicas, transparentes y periódicas sobre su gestión, de 
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acuerdo con el programa presentado, en este caso, de acuerdo a lo previsto en la Norma 

Suprema.  

Por tal razón, ante lo previsto en el 244 del Texto Fundamental, ante la omisión 

parlamentaria inconstitucional y ante la necesidad de restablecer la nueva situación de 

anormalidad constitucional generada por la mayoría de diputados que integran la 

Asamblea Nacional en la actualidad, esta Sala dispone: 

1.- Que en esta oportunidad el Vicepresidente Ejecutivo de la República 

Bolivariana de Venezuela, ciudadano Tareck El Aissami, y los Ministros y Ministras, 

deben presentar, ante este Tribunal Supremo de Justicia, sus memorias razonadas y 

suficientes sobre la gestión de sus despachos, en el año inmediatamente anterior, a las que 

se refiere el artículo 244 Constitucional, el día viernes tres (3) de marzo de dos mil 

diecisiete (2017), en garantía de la democracia participativa, entre otros valores, 

principios y normas constitucionales. 

2.- Ordena la publicación de la presente decisión en la Gaceta Judicial y a la 

Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela.  

Lo anterior no significa que se esté anulando, haciendo nugatorio o impidiendo el 

ejercicio de las competencias y atribuciones inherentes a la Asamblea Nacional, sino 

precisamente garantizando que las mismas sean desplegadas dentro del marco del 

ordenamiento constitucional, cuya garantía corresponde a este Máximo Tribunal, 

conforme a lo previsto en los artículos 266, 335 y 336 Constitucionales. 

En razón de todo lo anteriormente expuesto, esta Sala estima necesario reiterar en 

el presente fallo, que mientras la Asamblea Nacional continúe en desacato a las 

decisiones emanadas de este Alto Tribunal, todos sus actos resultan manifiestamente 

inconstitucionales y, por ende, absolutamente nulos y carentes de toda vigencia y eficacia 

jurídica,  incluyendo las leyes que sean sancionadas (ver sentencia de esta Sala n° 

2/2017); sin menoscabo de la responsabilidad individual de los miembros respectivos de 

la Asamblea Nacional, que se encuentra en tal situación. Así se ratifica. 

Finalmente, se estima pertinente reiterar que esta Sala no sólo es la máxima y 

última intérprete de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, sino que, 

en definitiva, debe garantizar la supremacía y efectividad de las normas y principios 

constitucionales, correspondiéndole fijar las interpretaciones sobre su contenido y 

alcance, por lo que una legislación que se concrete en el desconocimiento del vértice 

normativo del ordenamiento jurídico de la República -dentro de la cual se encuentra el 

pronunciamiento de esta Sala en relación con las disposiciones constitucionales-, 

conlleva como consecuencia la nulidad de todas las actuaciones que la contraríen; más 

aún cuando esta Sala ha reiterado pacíficamente que no existen actos de los órganos que 

ejercen el Poder Público que puedan desarrollarse al margen de la Constitución (ver 

artículos 1, 2, 3, 5, 7, 137, 253, 266, 334, 335 y 336 Constitucionales).  
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Al respecto, esta Sala, en sentencia n.° 1415 del 22 de noviembre de 2000, declaró 

que: 

“…la Constitución es suprema en tanto es producto de la 

autodeterminación de un pueblo, que se la ha dado a sí mismo sin intervención de 

elementos externos y sin imposiciones internas. Así, la Constitución viene a ser, 

necesariamente, la norma fundamental a la cual se encuentran vinculadas las múltiples 

formas que adquieren las relaciones humanas en una sociedad y tiempo determinados.   

De allí que la Constitución ostente, junto con el ordenamiento jurídico en 

su totalidad, un carácter normativo inmanente; esto es, un deber ser axiológico asumido 

por la comunidad como de obligatorio cumplimiento, contra cuyas infracciones se 

activen los mecanismos correctivos que el propio ordenamiento ha creado. Siendo, pues, 

que “el Derecho se identifica precisamente por constituir un mecanismo específico de 

ordenación de la existencia social humana” (Cf. F. J. Ansuátegui y otros, “El Concepto 

de Derecho” en Curso de Teoría del Derecho, Marcial Pons, pág. 17), la Constitución, 

también, sin que pueda ser de otro modo, impone modelos de conducta encaminados a 

cumplir pautas de comportamiento en una sociedad determinada.” (Resaltado añadido).  

En similar línea de criterio, en decisión n.° 33 del 25 de enero de 2001, esta Sala 

asentó lo siguiente: 

“…lo que conocemos hoy por Derecho Constitucional, ha sido el producto 

de un proceso de encuadramiento jurídico de dos vertientes que confluyen; una, el poder 

y la autoridad, otra, la libertad individual y la búsqueda de lo que es bueno para la 

sociedad. La Constitución es, sin duda, el principal y máximo arbitrio político-jurídico 

de ese proceso, del cual emerge como el eje del ordenamiento jurídico todo. El principio 

de supremacía de la Constitución en un reflejo de ese carácter.  

La Constitución es suprema, entre otras cosas, porque en ella se 

encuentran  reconocidos y positivizados los valores básicos de la existencia individual y 

de la convivencia social, al tiempo que instrumenta los mecanismos democráticos y 

pluralistas de legitimación del Poder, tales como los relativos a la designación de las 

autoridades y a los mandatos respecto al cómo y al para qué se ejerce autoridad. 

Persigue con ello el respeto a la determinación libre y responsable de los individuos, la 

tolerancia ante lo diverso o lo distinto y la promoción del desarrollo armonioso de los 

pueblos. El principio de supremacía de la Constitución, responde a estos valores de cuya 

realización depende la calidad de vida y el bien común.” (Resaltado añadido).  

Sobre los orígenes de la jurisdicción constitucional, como garantía definitoria de 

las normas, principios y valores supremos adoptados soberanamente por el Pueblo y 

vertidos en la Constitución, esta Sala, en la referida sentencia n.° 1415 del 22 de 

noviembre de 2000, recordó lo siguiente: 

“…La jurisdicción constitucional, en términos generales, y en particular 

en aquellas democracias cuyos sistemas de garantía constitucional hayan acusado la 
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influencia del modelo norteamericano actual, es tributaria, en primer término, de una 

tradición jurisprudencial que comienza con el fallo dictado por el Justicia Mayor 

Edward Coke en el caso del Dr. Bonham, año de 1610 (Inglaterra), del que se extrae el 

siguiente párrafo:  

‘Aparece en nuestros libros que en muchos casos, el common law (entiéndase por éste 

la norma fundamental) controla las leyes del parlamento y a veces decide que son 

enteramente nulas; porque cuando una ley aprobada por el parlamento es contraria a 

común derecho y razón, o repugnante, o de imposible ejecución, el common law debe 

dominar sobre ella y pronunciar la nulidad de tal ley.’(Reports, parte VIII, 118 a., 

citado por: G. Sabine: Historia de la Teoría Política, Fondo de Cultura Económica, pág. 

351).  

A pesar de que la postura del Juez Coke, en razón de la propia dinámica 

que tomó el enfrentamiento entre el Rey y el Parlamento ingleses, no fue en definitiva la 

que marcó el devenir histórico-político británico, no puede afirmarse lo mismo respecto 

a las colonias británicas asentadas en América, en las cuales sí caló de manera profunda 

la idea de Constitución como norma suprema, así como la ideología lockeana de los 

derechos individuales, según la cual los derechos y deberes morales son intrínsecos y 

tienen prioridad sobre el derecho, de tal modo que la autoridad pública está obligada a 

hacer vigente por la ley aquello que es justo natural y moralmente. “En efecto, Locke 

interpretaba el derecho natural como una pretensión a unos derechos innatos e 

inviolables inherentes a cada individuo” (Cf. G. Sabine: ob. Cit. Pág. 404).    

Bajo estas premisas fue que se produjo la sentencia recaída en 

el caso Marbury v. Madison, 5 U. S. (1 Granch), 137 (1803), de la Corte Suprema de 

Estados Unidos de América, dictada por el juez John Marshall, sobre la cual fue sentada 

la doctrina de la vinculación normativa constitucional, incluso, respecto a las leyes 

dictadas por el Poder Federal de aquel país. De dicha sentencia extraemos las líneas 

siguientes:  

‘Es una proposición demasiado simple para que pueda discutirse que o bien la 

Constitución controla cualquier acto legislativo que la contradiga, o bien el legislativo 

podrá alterar la Constitución por una Ley ordinaria. Entre esa alternativa no hay 

término medio. O la Constitución es un derecho superior o supremo, inmodificable por 

los medios ordinarios, o está al mismo nivel que los actos legislativos y, como cualquier 

otra Ley, es modificable cuando al Legislativo le plazca hacerlo. Si el primer término 

de la alternativa es verdadero, entonces un acto legislativo contrario a la Constitución 

no es Derecho; si fuese verdad el segundo término, entonces las Constituciones escritas 

serían intentos absurdos, por parte del pueblo, de limitar un poder que por su propia 

naturaleza sería ilimitable. Ciertamente, todos los que han establecido Constituciones 

escritas contemplan a éstas como formando el Derecho supremo y fundamental de la 

nación, y, consecuentemente, la teoría de los respectivos gobiernos debe ser que una 

Ley del legislativo ordinario que contradiga a la Constitución es nula’ (citada por E. 
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García de Enterría, La Constitución como Norma y el Tribunal Constitucional, Civitas, 

pág. 177).  

Otro hito a destacar en esta evolución, fue la creación de los Tribunales 

Constitucionales estrictamente tales, iniciada con la Constitución de Weimar de 1919, 

así como con la Constitución austriaca de 1920, perfeccionada en 1929, cuya concepción 

se debe al célebre jurista Hans Kelsen. Característico de este modelo es la vinculación 

del legislador a la Constitución, más aún que la de los tribunales o poderes públicos, por 

lo que se llegó a afirmar que la labor del Tribunal Constitucional se allegaba más a la de 

un legislador negativo que a la de un juzgador en su sentido tradicional. Las leyes, 

entonces, eran examinadas por ese legislador negativo, quien decidía en abstracto sobre 

la correspondencia de aquéllas con el texto constitucional y de haber contradicción o 

incompatibilidad, emitía una decisión constitutiva de inconstitucionalidad con efectos 

sólo hacía el futuro (Cf. H. Kelsen, Escritos sobre la democracia y el socialismo, Debate, 

1988, Pág. 109 y ss.).  

Acaecida la Segunda Guerra Mundial, se hace patente la conveniencia de 

dar garantías a la eficacia de un documento que no es sólo una hoja de papel según la 

famosa frase de Lassalle. Al contrario, luego de la tan dura experiencia de 

deslegitimidad y muerte, esa hoja de papel significaba la última y más resistente defensa 

contra las corrientes antidemocráticas. Correspondió así, a los Tribunales 

Constitucionales, la trascendental tarea política de salvaguardar los principios y valores 

constitucionales, defender la Supremacía Constitucional e interpretar y aplicar la 

Constitución como su referencia normativa única y natural. De allí la importancia, por 

ejemplo, del Consejo Constitucional Francés y de los Tribunales Constitucionales 

Italiano, Austríaco, Español y Federal Alemán contemporáneos.” 

Tal como lo indicó esta Sala en la aludida sentencia n.° 1415 del 22 de noviembre 

de 2000: 

“De allí que las funciones que desempeñe esta Sala, en particular la referida a la 

interpretación de la Constitución en respuesta a una acción específica, deba contrastarse 

con el contenido del ordenamiento jurídico constitucional a la luz de tres principios 

básicos; a saber: primero, el de competencia, que actúa como un instrumento ordenador 

del ejercicio del poder una vez que éste es legitimado; segundo, el de separación de 

poderes, dejando a salvo la necesaria coordinación entre los mismos, así como el 

ejercicio de ciertas funciones que no siéndoles esenciales les cumple realizar 

naturalmente, con base al cual funciona un mecanismo de balance en la división del 

poder y de mutuos controles o contrapesos entre los órganos que lo ejercen; y tercero: el 

principio de ejercicio del poder bajo la ley, elemento esencial del Estado de Derecho y 

del sistema democrático, conforme al cual son execradas la autocracia y la 

arbitrariedad. Dichos principios, en tanto fundamentales al Estado de Derecho, exigen 

la distribución de funciones entre diversos órganos y la actuación de éstos con 

referencia a normas prefijadas, ya sea como un modo de interdicción de la 
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arbitrariedad o como mecanismos de eficiencia en el cumplimiento de los cometidos del 

Estado”(Resaltado añadido). 

Tal interpretación y aplicación es una de las funciones principales de la 

jurisdicción constitucional, respecto de la cual esta Sala, en sentencia n.° 33 del 25 de 

enero de 2001, señaló lo siguiente: 

“La moderación y racionalización del poder que, como se vio, tiene su 

expresión jurídica última en la Constitución, ha necesitado del funcionamiento de 

ciertos organismos que, o bien sirven de freno a la autoridad misma al actuar como sus 

censores, o garantizan la armonía interorgánica y el respeto a los derechos 

fundamentales. El surgimiento de la institución parlamentaria tiene que ver con el 

primer orden de ideas referido. El segundo orden, vale decir, los órganos a través de los 

cuales es garantizada la separación de poderes, el respeto a los derechos fundamentales 

y las aspiraciones individuales o colectivas expresadas en la Constitución, es el asunto 

que nos compete.  

Se alude de este modo a la técnica derivada del principio de supremacía de la 

Constitución, en función de la cual se atribuye a ciertos órganos especializados la tarea 

de velar por el respeto a la ética pública que, como un conjunto de objetivos o de fines 

axiológicos, debe reconocer y preservar el poder político a través del Derecho. Dichos 

órganos tienen, desde una óptica jurídica, la última palabra sobre el contenido y alcance 

de los principios y normas contenidos en la Constitución.  

En consecuencia, ya sea que dichas instancias judiciales tengan una existencia 

orgánica dentro del Poder Judicial o fuera de éste; o que se les denomine Tribunales, 

Cortes, Consejos o Salas Constitucionales, lo cierto es que son fuente de derecho judicial 

desde que complementan jurisprudencialmente el ordenamiento con normas de carácter 

general. Ostentan, además, un poder de arbitraje, distinto según algunos autores, Troper 

por ejemplo, a los clásicos poderes legislativo, ejecutivo y judicial, rasgo de notoria 

presencia, según el mismo autor, en el Consejo Constitucional francés. Pero, en todo 

caso, lo que los caracteriza es el ejercicio del denominado Poder de Garantía 

Constitucional, a través del cual controlan en fin último de la justicia expresado en la 

ley, en tanto en cuanto realiza el contenido axiológico de la Constitución, y garantizan el 

respeto a los derechos fundamentales (Peces-Barba, G. y otros, “Derecho y Fuerza” 

en Curso de Teoría del Derecho, Marcial Pons, Madrid, pág. 117).  

La jurisdicción constitucional, a través de sus decisiones, fundadas en 

argumentos y razonamientos, no obstante dictadas como expresión de la voluntad de la 

Constitución, persigue concretar, por un lado, los objetivos éticos y políticos de dicha 

norma, modulándolos con criterios de oportunidad o utilidad en sintonía con la 

realidad y las nuevas situaciones; y por otro, interpretar en abstracto la Constitución 

para aclarar preceptos cuya intelección o aplicación susciten duda o presenten 

complejidad.  
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Por otra parte, a dicha jurisdicción le cumple encaminar las manifestaciones de 

voluntad o de juicio de los máximos operadores jurídicos dentro de los parámetros que 

dicha norma establece. De su influencia no escapa, tal como se desprende de lo dicho, 

ninguno de los poderes públicos, incluido el propio poder judicial. Tal vinculación es 

universal.(…) 

1.- Lo expresado justifica ampliamente que la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela, haya creado un órgano inédito dentro del también reciente 

Tribunal Supremo de Justicia, el cual ha sido concebido como una instancia 

jurisdiccional con una marcada especialización de tutela, tendente a asegurar la 

integridad, supremacía y efectividad de la Constitución; éste órgano es la Sala 

Constitucional.  

Esta especialización se concreta en el ejercicio de la tutela constitucional en su 

máxima intensidad. No precisamente al modo en que la ejercía la Sala Plena de la 

entonces Corte Suprema de Justicia, la cual estaba restringida en sus funciones de 

garantía constitucional como si de un legislador negativo se tratase, es decir, la Sala 

Plena actuaba como un complemento del Poder Legislativo (único ente propiamente 

sujeto a la Constitución) en tanto se encargaba de revocar los actos de rango y fuerza de 

ley que éste dictaba contraviniendo la Constitución. Siendo que ésta no era concebida 

como un cuerpo jurídico normativo directamente aplicable a los distintos operadores 

jurídicos, se entendía que las interpretaciones de la Constitución que hiciera la Sala 

Plena no tenían carácter vinculante, y su influencia estaba asociada al efecto 

abrogatorio de los fallos de nulidad de actos con rango o fuerza de ley. Muy por el 

contrario, a esta Sala Constitucional le corresponde no sólo anular actos de esa 

naturaleza, sino que tiene asignada tanto la interpretación del texto constitucional, con 

el fin de salvar sus dificultades o contradicciones, como hacer valer el principio jurídico-

político según el cual los derechos fundamentales preceden y limitan axiológicamente las 

manifestaciones del poder. Para ello se le ha puesto al frente del aparato jurisdiccional 

respecto a su aplicación, al punto de vincular sus decisiones a las demás Salas del 

Tribunal Supremo de Justicia, no sólo en gracia a su potestad anulatoria, sino como 

derivación de la función antes apuntada.(…) 

Por ello, la actividad que ejerza la Sala Constitucional, merced a los diversos medios 

procesales de que disponen los interesados, no sólo debe atender a la naturaleza de los 

actos impugnados, a los entes involucrados o a la sustancia del asunto discutido, sino 

también, de manera preferente, a la determinación de si lo planteado afecta, en palabras 

de García de Enterría, la ‘...esencia misma de la Constitución, a la cuidadosa 

distribución de poder (o a las) correlativas competencias por ella operada...’, esto es: su 

implicación constitucional (ver aplicación de esta doctrina en la sentencia n° 7 de 1°-02-

00)”. 

Queda, en los términos resuelto el presente asunto sometido a conocimiento de 

este Máximo Tribunal de la República. Así, finalmente, se decide. 
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(omissis) 

4.- DECLARA LA OMISIÓN INCONSTITUCIONAL DEL PODER 

LEGISLATIVO NACIONAL y, en consecuencia, esta Sala: 

4.1.- Decide que en esta oportunidad el Vicepresidente Ejecutivo de la República 

Bolivariana de Venezuela, ciudadano Tareck El Aissami, y los Ministros y 

Ministras, deben presentar, ante este Tribunal Supremo de Justicia, sus memorias 

razonadas y suficientes sobre la gestión de sus despachos, en el año inmediatamente 

anterior, a las que se refiere el artículo 244 Constitucional, el día viernes tres (3) de 

marzo de dos mil diecisiete (2017), en garantía de la democracia participativa, entre otros 

valores, principios y normas constitucionales. 

4.2.- Ordena notificar de la presente decisión al Vicepresidente Ejecutivo de la República 

Bolivariana de Venezuela, ciudadano Tareck El Aissami y a los Ministros y Ministras. 

4.3.- Ordena la publicación de la presente decisión en la Gaceta Judicial y a la Gaceta 

Oficial de la República Bolivariana de Venezuela.  

“Sentencia que interpreta el artículo 244 de la Constitución de la República Bolivariana 

de Venezuela y declara la omisión inconstitucional de la Asamblea Nacional; por lo que 

en esta oportunidad el Vicepresidente Ejecutivo de la República Bolivariana de 

Venezuela, ciudadano Tareck El Aissami,  y los Ministros y Ministras del gabinete 

ejecutivo presentarán sus memorias razonadas y suficientes sobre la gestión de sus 

despachos, en el año inmediatamente anterior, ante el Tribunal Supremo de Justicia”. 

Para revisar la sentencia completa, pulse aquí o siga el siguiente vínculo: 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/febrero/196425-90-24217-2017-17-0239.HTML 

26  de febrero de 2017 
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